La sociedad en la protección del patrimonio cultural
La Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, indica que su objeto es de interés social y nacional, y sus disposiciones de orden público;
 por ende es de utilidad pública la investigación, protección, conservación, restauración y recuperación de los monumentos arqueológicos, artísticos e históricos y de las zonas de monumentos.
 

Para comprender claramente estos conceptos es importante entender que el interés social de una ley nos lleva a identificarla como una necesidad de carácter colectivo en el orden moral o material;
 a su vez, el orden público es el conjunto de normas que distinguen el derecho de una comunidad, las cuales no pueden ser alteradas ni por la voluntad de los individuos ni por la aplicación del derecho extranjero
 y, por último, la utilidad pública consiste en la conveniencia de la mayoría de los integrantes de la nación, y que debe anteponerse en todo momento a la utilidad particular.

Al conjuntar las anteriores características de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos con las disposiciones señaladas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos relativas a la cultura y al patrimonio cultural, encontramos algunas de ellas dentro de las garantías individuales, las cuales, han sido identificadas por destacados constitucionalistas como Ignacio Burgoa, como los derechos del gobernado frente al poder público.
 
En este sentido, como parte de esos derechos fundamentales el artículo 4º de la Carta Magna, reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 de abril de 2009,  señala que.
Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y servicios que presta el Estado en la materia, así como el ejercicio de sus derechos culturales. El Estado promoverá los medios para la difusión y desarrollo de la cultura, atendiendo a la diversidad cultural en todas sus manifestaciones y expresiones con pleno respeto a la libertad creativa. La ley establecerá los mecanismos para el acceso y participación a cualquier manifestación cultural.
Se estima que con esta reforma no se ha generado un cambio social ni institucional, ya que tratándose del patrimonio cultural, faltó un adecuado desarrollo y reformas a las leyes secundarias. Un claro ejemplo es la Ley Federal de Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos que no ha sido reformada en los últimos 24 años, por lo que sus disposiciones no han sido, a la fecha, elevadas al nuevo orden constitucional en la materia.


Es entonces que aun cuando podemos deducir que bajo nuestro orden constitucional el Estado ahora tiene la obligación  ante toda persona de asegurar y proteger el acceso a la cultura, al disfrute de esos bienes, a asegurar el ejercicio de esos derechos y de alentar su fortalecimiento y difusión, también se debe asegurar que en las leyes secundarias ese derecho se convierta en un derecho subjetivo, con el cual cualquier ciudadano pueda exigir a la autoridad o bien acudir al órgano jurisdiccional para que se le garantice o se cumpla el determinado ordenamiento legal, que para el caso que aquí se analiza, es necesario no sólo verlo como una obligación del Estado, sino como un derecho de los ciudadanos además de lo señalado en el artículo 4º constitucional, la protección y conservación del patrimonio cultural.

Por principio en materia de protección del patrimonio cultural, es conveniente señalar que las disposiciones contenidas en la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, y su Reglamento, imponen a la sociedad más obligaciones y restricciones que elementos que prevean su participación junto con las autoridades competentes en el auxilio en la protección y conservación del patrimonio cultural, ya que la ley impone a los particulares prohibiciones y sanciones en caso de desacato en la construcción o intervención en inmuebles considerados monumentos prehispánicos, históricos o artísticos, así como en el caso de los bienes muebles, aplica limitaciones para su posesión, registro, venta, reproducción, etc. 


La única participación de la sociedad en la preservación del patrimonio cultural que señala la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos es la que obra en el artículo 2º, que dice que los Institutos competentes, es decir, el Nacional de Antropología e Historia, tratándose de bienes prehispánicos e históricos, y el Nacional de Bellas Artes y Literatura, para los bienes artísticos, podrán organizar o autorizar a asociaciones civiles, juntas vecinales y uniones de campesinos como órganos auxiliares para impedir el saqueo arqueológico y preservar el patrimonio cultural de la nación.


Para poder autorizar a dichas asociaciones ciudadanas, el artículo 1º del Reglamento de la mencionada ley federal indica que dichas organizaciones deberán tener por objeto:

I.- Auxiliar a las autoridades federales en el cuidado o preservación de zona o monumento determinado.

II.- Efectuar labor educativa entre los miembros de la comunidad, sobre la importancia de la conservación y acrecentamiento del patrimonio cultural de la Nación.

III.- Promover la visita del público a la correspondiente zona o monumento.

IV.- Hacer del conocimiento de las autoridades cualquier exploración, obra o actividad que no esté autorizada por el Instituto respectivo; y

V.- Realizar las actividades afines a las anteriores que autorice el Instituto competente.

Además de lo mencionado, deberán presentar ante el Instituto competente para obtener la calidad de organismo auxiliar, copia autorizada del acta constitutiva, tratándose de asociaciones civiles, o bien, levantar ante dicha autoridad un acta de constitución si fueren juntas vecinales o uniones de campesinos, debiendo contar con un mínimo de 10 miembros, así como acreditar su buena reputación y que no hayan sido sentenciados por la comisión de delitos.
 

Como hemos visto, en México la sociedad tiene una participación limitada en favor del patrimonio cultural, ya que la ley únicamente la faculta a los grupos organizados y no a los ciudadanos en lo individual, a realizar acciones de vigilancia, difusión y promoción de los bienes culturales exclusivamente determinados. 
 


Visto lo anterior podemos deducir que al contar los organismos auxiliares de las instituciones en México con una participación muy restringida, independientemente de los numerosos requisitos y trámites que se deben cumplir para poder ser autorizado como tales, que la sociedad no esté interesada en participar con las autoridades competentes en la protección y conservación  de los bienes culturales de nuestro país, tan es así que a la fecha existan sólo registrados 19 organismos auxiliares ante el Instituto Nacional de Antropología e Historia; y 1 ante el Instituto Nacional de Bellas Artes y Literatura, lo cual demuestra el desinterés de la sociedad en estos aspectos, por lo que los citados institutos y los legisladores deberían mejorar e alentar estos programas, con el fin de hacerlos más atractivos para la sociedad. 

En otros países esta situación es diferente; por ejemplo, en Guatemala la Ley para la Protección del Patrimonio Cultural de la Nación prevé en su artículo 58 que las asociaciones civiles no lucrativas podrán constituirse con la finalidad de:

1.     Contribuir a la protección, salvaguarda, enriquecimiento y   comunicación del    patrimonio cultural de la Nación:

2. Concienciar sobre la función social de la cultura.

3. Capacitar en materia cultural a sus miembros;

4. Fomentar la cultura nacional en toda su diversidad;

5. Proyectar al exterior la cultura nacional;

6. Promover las actividades culturales creativas de los guatemaltecos;

7. Colaborar con el Ministerio de Cultura y Deporte;

8. Realizar las demás actividades propias de la cultura nacional o afines a ella.
Como puede observarse, las asociaciones civiles en Guatemala cuentan con más atribuciones y participación en lo relativo al patrimonio cultural que las autorizadas por los institutos competentes en México, pero lo que considero de mayor trascendencia en la Ley de la materia que nos ocupa de la República de Guatemala es que otorga a la sociedad en su artículo 59,  la  legitimidad  para denunciar ante las autoridades administrativas, de policía y judiciales los hechos y actos que atenten contra el patrimonio cultural, lo cual es un gran ejemplo que debemos de aprender de esa nación centroamericana, ya que otorga a la sociedad el derecho subjetivo de la protección y conservación del patrimonio cultural.
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